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Accionante: Emiliano Perea Mosquera
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Decisión: Revoca y concede amparo transitorio

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / RECONOCIMIENTO DE PENSIÓN DE INVALIDEZ / PROCEDENCIA EXCEPCIONAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / REQUISITOS / PERJUICIO IRREMEDIABLE / CONCESIÓN TRANSITORIO DEL AMPARO CONSTITUCIONAL.
… una de las causales de improcedencia es la verificación de que al accionante le asiste otra alternativa jurisdiccional o administrativa para dirimir su asunto, pues ello materializa el carácter subsidiario de esta acción, ya que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a pronunciarse sobre la presunta vulneración de los derechos fundamentales, toda vez que el legislador estableció que ese tipo de asuntos pueden y deben ser ventilados ante la justicia ordinaria, donde por especialidades están en la capacidad de resolver con más precisión el conflicto propuesto; por tanto a la tutela solamente se debe acudir como último recurso, o transitoriamente como el primero, siempre y cuando a simple vista se pueda establecer que de no darse la protección de los derechos de manera inmediata, quien la invoca se vería, como ya se dijo, frente a un perjuicio irremediable. (…)
… en lo que a la acreditación del perjuicio irremediable concierne, el Órgano de Cierre en materia Constitucional ha trazado las siguientes pautas a nivel jurisprudencial…:

“Sólo excepcionalmente esta Corte ha considerado que el juez de tutela pueda no exigir la demostración del perjuicio irremediable. Ello sucede cuando el tipo de reclamo que se formula permite razonablemente presumir que existe afectación gravosa de derechos fundamentales y, en esa medida, corresponde es a la entidad demandada desvirtuar la referida presunción. O cuando en general el perjuicio irremediable o la necesidad de la eficacia inmediata de la tutela, aparezcan justificadas por las circunstancias del caso, conforme a la aplicación de las reglas derivadas de la experiencia o de la evidente condición de debilidad del sujeto que reclama. Particularmente, los requisitos o condiciones para que se estructure tal perjuicio se hacen más flexibles cuando la acción es promovida por un sujeto de especial protección o que se encuentre en situación de debilidad manifiesta, a saber, discapacitados, madres cabeza de familia o las personas de la tercera edad.”
En síntesis, a pesar de la existencia de otro mecanismo judicial, se puede colegir que la acción de tutela se torna procedente para realizar el estudio de la situación planteada por la libelista, puesto que como consecuencia de la condición especial de su agenciado, hace que someter a este último a la espera de un proceso ordinario le pueda causar un perjuicio a todas luces irremediable, que podría abarcar hasta la pérdida de su vida.
REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

[image: image1.jpg]



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA PENAL

Magistrado Ponente 
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA

Pereira, catorce (14) de noviembre de dos mil diecinueve (2019) 

Hora: 3:50 p.m.
Aprobado por Acta No. 1039
	Radicación: 
	66001-31-09-003-2019-00106-01

	Procedencia: 
	Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira 

	Accionante: 
	Emiliano Perea Mosquera (con agente oficiosa) 

	Accionado: 
	Colpensiones 

	Decisión: 
	Revoca y concede amparo transitorio    


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la señora Valentina Valencia Cañaveral, quien funge como agente oficiosa del señor EMILIANO PEREA MOSQUERA, en contra del fallo de tutela proferido por el Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira el pasado 1º de octubre de 2019, mediante el cual despachó desfavorablemente la solicitud de amparo constitucional deprecada por la recurrente en contra de COLPENSIONES. 
ANTECEDENTES:
Expuso la accionante que su agenciado, el señor Emiliano Perea Mosquera, fue valorado por el médico laboral de Colpensiones, quien le diagnosticó VIH en estado B3, tuberculosis pulmonar, hipertensión arterial, trastorno depresivo, adinamia, hipoacusia y hepatitits B, de allí que se le dictaminara una PCL del 53.20% con fecha de estructuración del 14 de junio de 2018. 
Refirió que el 31 de mayo de 2019 su representado pidió a Colpensiones el reconocimiento de una pensión por invalidez, pero dicha entidad decidió mediante Resolución SUB 204197 del 31 de julio de 2019, declarar su falta de competencia para resolver la solicitud, por cuanto para la fecha de estructuración de la invalidez el señor Perea Mosquera se encontraba afiliado al RAIS a través de la AFP Colfondos. La decisión fue confirmada en sedes de reposición y apelación, habiéndose proferido el último acto administrativo en las calendas del 27 de agosto de 2019. 
PRETENSIONES:

Con base en los hechos anteriormente relacionados, la accionante pidió la protección de los derechos fundamentales al debido proceso, seguridad social, vida digna y mínimo vital de su agenciado, ordenándole a las AFP Colpensiones y Colfondos que reconozcan y paguen una pensión por invalidez al señor Perea Mosquera, hasta tanto se resuelva la controversia entre dichas entidades.  
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA: 
El Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira avocó el conocimiento de la actuación mediante auto del 18 de septiembre de 2019, a través del cual ordenó correr traslado del libelo a las AFP Colfondos y Colpensiones para que ejercieran sus derechos de defensa y contradicción.  

En respuesta al traslado, se pronunció la Directora de Acciones Constitucionales de Colpensiones señalando en su memorial que la accionante estaba desconociendo el carácter subsidiario que caracteriza este tipo de acción, y que esta Colegiatura estaba en la obligación de defender el patrimonio público administrado por esa entidad.
Por su parte, Colfondos dijo a través de su apoderada que el conflicto planteado en sede de tutela es de orden legal/económico y no constitucional; también aseguró que no ha recibido ninguna solicitud de estudio pensional trasladada por competencia de parte de Colpensiones. 
LA SENTENCIA IMPUGNADA:

El despacho de primer nivel profirió sentencia en las calendas del 1º de octubre de 2019, en la que resolvió declarar la improcedencia de la acción de amparo por incumplimiento del requisito de subsidiariedad. 
IMPUGNACIÓN:

Inconforme con la anterior decisión, la accionante presentó en término un memorial de impugnación en el cual expresó, en síntesis, lo siguiente: 
· Que el Juez de primera instancia no comprendió la dimensión de las enfermedades que aquejan a su agenciado, mismas para las cuales no cuenta con un pronóstico de recuperación funcional positivo, puesto que son irreversibles, ruinosas y catastróficas, siendo tan compleja la situación, que presenta dificultades hasta para ingerir alimentos, debido a las enfermedades bucales presentadas como consecuencia del VIH avanzado que sufre. Relató que su familia padece serias dificultades económicas, y que ahora sobreviven de los ingresos que percibe su progenitora en la venta informal de helados. 
También resaltó que sus cotizaciones al sistema se hicieron sobre el salario mínimo y que en la actualidad viven en una invasión ubicada en el barrio El Remanso, circunstancias que lo ubican en un status de protección constitucional reforzada.
Por otro lado, resaltó que el señor Perea no cuenta ni siquiera con la ayuda de su esposa, pues desafortunadamente Ella resultó contagiada con el VIH, a lo que se le suman muchas otras enfermedades, como obesidad III, hipotiroidismo y helicobacter pylori, las cuales le impiden acceder a un empleo formal. 
· Debido a las condiciones de vida narradas atrás, sostuvo que es desproporcionado que se le someta a la espera que conlleva un proceso ordinario, máxime cuando para el momento en que se obtengan frutos del mismo, posiblemente Él ya no se encuentre con vida, de modo que la tutela sí debe proceder como mecanismo transitorio, cosa que no valoró el A Quo, quien se limitó a decir que existen otros mecanismos judiciales de defensa, sin detenerse a ahondar en las particularidades del caso. En consecuencia pidió que se acceda a las pretensiones formuladas al inicio.   
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
· Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

· Problema jurídico:  

El problema jurídico del presente asunto, gira en torno a establecer si como lo afirmó la recurrente, el Juez A Quo se equivocó en su análisis de procedencia en la presente acción tuitiva, al no conceder ni siquiera transitoriamente la solicitud de amparo constitucional deprecada; o si por el contrario, la conclusión de ese Despacho judicial fue acertada y merece la ratificación de la Sala. 
· Solución: 

Para entrar a analizar el problema jurídico, hay que tener en cuenta primero que si bien la acción de tutela es un derecho Constitucional, y como tal, puede ser reclamada por cualquier persona en todo momento y lugar ante los jueces de la República para la protección de sus derechos fundamentales, esa facultad no es absoluta, dado que existen unos límites impuestos tanto por el constituyente primario como por la legislación, de tal suerte que no degenere en abuso del derecho.

En ese orden de ideas, se tiene que tanto el inciso 3º del artículo 86 de nuestra Constitución, como los artículos 6º y 8º del Decreto 2591 de 1991, indican que la acción de tutela es un mecanismo subsidiario o residual que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo judicial, salvo que se logre evidenciar dentro de la petición que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos invocados, o que de procederse a él, se estaría poniendo al solicitante ante el riesgo de sufrir un perjuicio irremediable.

Así las cosas, se puede apreciar que efectivamente, como lo expuso el A Quo, una de las causales de improcedencia es la verificación de que al accionante le asiste otra alternativa jurisdiccional o administrativa para dirimir su asunto, pues ello materializa el carácter subsidiario de esta acción, ya que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a pronunciarse sobre la presunta vulneración de los derechos fundamentales, toda vez que el legislador estableció que ese tipo de asuntos pueden y deben ser ventilados ante la justicia ordinaria, donde por especialidades están en la capacidad de resolver con más precisión el conflicto propuesto; por tanto a la tutela solamente se debe acudir como último recurso, o transitoriamente como el primero, siempre y cuando a simple vista se pueda establecer que de no darse la protección de los derechos de manera inmediata, quien la invoca se vería, como ya se dijo, frente a un perjuicio irremediable. 
En relación con este tema, la Corte Constitucional ha sostenido lo siguiente: 

“… Puntualizando, se puede indicar que, de acuerdo con el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, ésta resulta improcedente cuando es utilizada como mecanismo alternativo de los medios judiciales ordinarios de defensa previstos por la ley. Sin embargo, en los casos en que existan medios judiciales de protección ordinarios al alcance del actor, la acción de tutela será procedente si el juez constitucional logra determinar que: (i) los mecanismos y recursos ordinarios de defensa no son suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere el amparo constitucional como mecanismo transitorio, pues, de lo contrario, el actor se vería frente a la ocurrencia inminente de un perjuicio irremediable frente a sus derechos fundamentales; y, (iii) el titular de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados es sujeto de especial protección constitucional.”
 (Negrillas por fuera del texto original). 
Además, en lo que a la acreditación del perjuicio irremediable concierne, el Órgano de Cierre en materia Constitucional ha trazado las siguientes pautas a nivel jurisprudencial, las cuales deben ser tenidas en cuenta por el Juez de tutela para poder determinar si efectivamente existe alguna circunstancia o condición especial que le habilite para intervenir en este expedito escenario, y tomar las decisiones que correspondan para conjurar el menoscabo en los derechos quebrantados:

“Sólo excepcionalmente esta Corte ha considerado que el juez de tutela pueda no exigir la demostración del perjuicio irremediable. Ello sucede cuando el tipo de reclamo que se formula permite razonablemente presumir que existe afectación gravosa de derechos fundamentales y, en esa medida, corresponde es a la entidad demandada desvirtuar la referida presunción. O cuando en general el perjuicio irremediable o la necesidad de la eficacia inmediata de la tutela, aparezcan justificadas por las circunstancias del caso, conforme a la aplicación de las reglas derivadas de la experiencia o de la evidente condición de debilidad del sujeto que reclama. Particularmente, los requisitos o condiciones para que se estructure tal perjuicio se hacen más flexibles cuando la acción es promovida por un sujeto de especial protección o que se encuentre en situación de debilidad manifiesta, a saber, discapacitados, madres cabeza de familia o las personas de la tercera edad.”

Del caso concreto: 

En virtud de todo lo dicho hasta ahora, la Sala considera, en contravía de lo concluido por el Juez Cognoscente, que en el caso bajo estudio se observan de bulto las circunstancias especiales que flexibilizarían el análisis de procedencia de esta acción, y abrirían paso al estudio de fondo que se pretende, pues si bien es cierto el señor Emiliano Perea Mosquera tiene a su alcance otros mecanismos de defensa en los cuales puede dirimir su situación pensional, lo cual se erigiría en un argumento para en principio declarar la improcedencia de la acción de tutela, no podemos olvidar que la Corte Constitucional desde sus inicios ha sido clara y pacífica en sus pronunciamientos en el sentido de que en cada caso deben ser analizadas las circunstancias particulares de quien acude al mecanismo de amparo, y en algunos eventos, a partir de tal apreciación, es viable conceder la protección implorada, por lo menos de manera transitoria mientras que se agotan los demás escenarios procesales disponibles para resolver el asunto, y ello ocurre precisamente en aquellos eventos en que se logra establecer que de no ser por la intervención del Juez constitucional, el tutelante podría verse ante el inminente riesgo de sufrir un perjuicio irremediable. 

Así pues, resulta claro para la Colegiatura que en esta oportunidad estamos en presencia de un asunto que reúne las tres hipótesis o subreglas jurisprudenciales que nos hablan de la urgencia en la intervención de los jueces de tutela para la protección de los derechos fundamentales de los asociados al Estado: 
1. La jurisdicción ordinaria no resulta ser la vía judicial más idónea para dirimir el conflicto, teniendo en cuenta que el señor Emiliano Perea Mosquera padece enfermedades que han sido catalogadas como catastróficas, ruinosas, degenerativas, y con altos índices de mortalidad, siendo la más grave aquella denominada VIH, la cual ha sido reconocida a nivel de la jurisprudencia constitucional como una enfermedad que ante su gran impacto envuelve a quien la padece en un status merecedor de mucha más protección, constitucionalmente hablando, incluso superior frente a las demás personas, pues sin lugar a dudas pone en grave riesgo su vida, y además implica que cada día perdido en la obtención de sus mesadas pensionales cobre mayor relevancia, de modo que es obvio que sus condiciones particulares posiblemente no le permitan esperar las resultas de un proceso litigioso laboral. 

2. Lo anterior, a su vez nos indica que entramos al segundo escenario en el que la no intervención de este Juez de tutela redundaría en la probable ocurrencia de un perjuicio irremediable. 

3. El señor Emiliano Perea Mosquera es un sujeto de especial protección constitucional por varias razones: por la gravedad de sus patologías, pues estamos ante una persona que en razón de aquellas fue declarado inválido, a lo que se debe aunar su carencia de recursos económicos, lo cual se deduce por el hecho de haber pasado del régimen contributivo en el SGSS al subsidiado a través del Sisbén, porque ante su estado de invalidez, ya reconocido mediante el procedimiento administrativo idóneo, no tiene posibilidades de laborar para sufragar los gastos necesarios que requiere para subsistir y para acarrear los altos costos que conlleva el sostenimiento sosegado y digno de su enfermedad; por el lugar en el cual reside, que, según recibo de energía aportado a la actuación, es estrato “bajo”; y porque su esposa, quien eventualmente podría ayudarle en las labores para sufragar sus gastos mínimos también padece VIH y otras enfermedades de gravedad. Aspectos estos que valorados en conjunto, le permiten a este cuerpo Colegiado ser más laxo frente al análisis de procedencia de la acción de tutela, teniendo en consideración su indudable condición de debilidad manifiesta.
En síntesis, a pesar de la existencia de otro mecanismo judicial, se puede colegir que la acción de tutela se torna procedente para realizar el estudio de la situación planteada por la libelista, puesto que como consecuencia de la condición especial de su agenciado, hace que someter a este último a la espera de un proceso ordinario le pueda causar un perjuicio a todas luces irremediable, que podría abarcar hasta la pérdida de su vida. 

Por tanto, zanjada esta inquietud sobre la procedencia excepcional y transitoria de la acción constitucional, se procederá a estudiar lo concerniente al reconocimiento de la pensión de invalidez y el cumplimiento de los requisitos estipulados por la ley para tal fin, tal como pasa a verse: 

El artículo 39 de la Ley 100 de 1993 consagra los requisitos que debe acreditar una persona que ha sido declarada inválida, en los términos del canon 38
 Ejusdem, para acceder a una pensión de invalidez (causadas por enfermedad), dichas exigencias, son básicamente (en lo que interesa a este asunto): 
1. Tener un porcentaje de PCL igual o superior al 50%. 

2. Que haya cotizado 50 semanas dentro de los últimos 3 años inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración y su fidelidad de cotización para con el sistema sea al menos del 20% del tiempo transcurrido entre el momento en que cumplió 20 años de edad y la fecha de la primera calificación del estado de invalidez.

En el presente asunto es evidente que el señor Emiliano Perea Mosquera cuenta con una PCL superior al 50%, según Dictamen DML-176 del 19 de marzo de 2019 emitido por el área de Medicina Laboral de Colpensiones (ver folio 41), del cual se desprende además que la fecha de estructuración de invalidez se dio el 14 de junio de 2018. De allí, que el paso a seguir sea determinar si dentro de los 3 años anteriores a esa calenda, el señor Emiliano había cotizado al sistema 50 semanas.   

Para poder establecer lo anterior, la Sala debe acudir al historial de aportes que se refleja en los actos administrativos mediante los cuales Colpensiones le negó al señor Emiliano Perea Mosquera una pensión de invalidez, es por ello que al hacer tal remisión, observamos que en el histórico obrante en el folio 12 y vto., consta que entre el 1º de marzo de 2003 y el 14 de junio de 2018 el titular de los derechos había cotizado al sistema 2.905 días, que equivalen a 415 semanas, además, dentro de los 3 años anteriores a la estructuración, esto es, entre el 14 de junio de 2015 y el 14 de junio de 2018, había hecho aportes por alrededor de 946 días, que equivalen a 135 semanas
Quiere decir lo anterior que el señor Emiliano Perea Mosquera supera ampliamente las semanas necesarias para poder acceder a una pensión de invalidez, acorde con las normas vigentes aplicables al caso. 

Por otro lado, con respecto a la autoridad competente para proceder con el reconocimiento de dicha prestación, la Sala considera que se trataría de Colpensiones, dado que fue esa entidad quien tramitó las gestiones administrativas para la calificación de la PCL del accionante, es además la administradora de pensiones en la que hoy por hoy reposan todos los aportes que en su etapa de productividad laboral cotizó al sistema el señor Emiliano Perea Mosquera, aunado a lo cual, los últimos 3 aportes se efectuaron en esa entidad. 
Lo dicho antes se deriva del cumplimiento de los mandatos jurisprudenciales trazados por la Máxima Guardiana de la Constitución, quien ha fijado unas subreglas para determinar cuál sería la autoridad administrativa encargada de reconocer una pensión cuando se presentan conflictos de competencia derivados del régimen en que se encuentra cotizando una persona al sistema en la precisa fecha en que se estructura la invalidez, mírese: 
“… Existe un periodo intermedio entre la solicitud de traslado y la efectividad del mismo, esto es, desde el momento en el que se radicó la solicitud de traslado, hasta el momento en el que se hace efectivo el mismo, periodo que, normalmente, es de dos meses. El inciso 3º del artículo 42 del Decreto 1406 de 1999, establece que “[l]a entidad administradora de la cual se retira el trabajador tendrá a su cargo la prestación de los servicios y el reconocimiento de prestaciones hasta el día anterior a aquél en que surjan las obligaciones para la nueva entidad”. Igualmente, frente al particular la Corte ha dicho que “se entiende que las contingencias que ocurran con anterioridad a la efectividad del traslado serán cubiertas por la antigua administradora «hasta el día anterior a aquél en que surjan las obligaciones para la nueva entidad»”, precisando que, de todos modos, “la fecha en que se hace efectivo el traslado es el elemento que determina a qué entidad administradora de pensiones le corresponde asumir el reconocimiento de la prestación pensional”. Esta regla de decisión, sin embargo, encuentra dos restricciones: de un lado, que la fecha de estructuración de la invalidez se hubiere presentado entre la solicitud de traslado y la efectividad del mismo, según el inciso 2º del referido artículo 42 y, del otro, que dicha fecha coincida con el momento de ocurrencia del accidente o siniestro. Todo, claro está, teniendo en cuenta que las controversias entre las administradoras de fondos de pensiones, tendientes a establecer la competencia para reconocer y pagar una prestación social, no puede llegar al punto de afectar el goce efectivo del derecho pensional de los afiliados en cada caso concreto.
56. Igualmente, puede ocurrir que, habiendo surtido plenos efectos legales el traslado, se realice la valoración médico laboral y se determine que la fecha de estructuración de la invalidez ocurrió mientras el aportante se encontraba afiliado al anterior régimen (RAIS o RPM), tal y como aconteció en este proceso. Nótese que se trata de dos eventos diferentes, pues en la hipótesis del párrafo precedente, la fecha de estructuración de la invalidez se da cuando el traslado no se ha hecho efectivo, mientras que en la que se menciona, la invalidez se estructura antes de que dicho traslado ya hubiere surtido sus efectos legales. Este último evento no está regulado por el artículo 42 del Decreto 1406 de 1999.

57. Para la resolución de este tipo de asuntos, amparada en las reglas contenidas en artículo 42 del Decreto 1409 de 1999, la jurisprudencia constitucional ha planteado la siguiente subregla: en el evento en que el trabajador haya realizado el traslado de sus aportes a otra entidad administradora y cumplido el término para que se haga efectivo dicho traslado (artículo 42 ibídem), debe ser la nueva administradora la que está llamada a cubrir el siniestro que genere la invalidez del afiliado, sin que sea importante la fecha de estructuración de tal condición.

58. Dicha subregla, a juicio de la Sala, encuentra justificación en los artículos 70 y 113 de la Ley 100 de 1993, pues el traslado del afiliado del RAIS al RPM le otorga al administrador de este último el derecho de recibir el saldo de la cuenta de ahorro individual del afiliado, incluidos los rendimientos. En esa medida, si el fondo “nuevo” recibe los recursos correspondientes a los aportes del afiliado, a juicio de la Sala, resulta razonable que sea este el que deba cubrir el siniestro de invalidez del cotizante. Por la misma razón, entonces, es que no resulta procedente que sea el fondo “antiguo” el que asuma el pago de la pensión de invalidez, pues, se insiste, parte de los recursos para financiar dicha prestación fueron remitidos al fondo “nuevo”, una vez se hizo efectivo el traslado del afiliado.”
Ahora, la justificación de la intervención del Juez de tutela no resulta ser en sentir de la Sala un desbordamiento de sus competencias, recordemos que otro de los factores que justifican esta acción es también el de la garantía al mínimo vital, prerrogativa que está inescindiblemente ligada a los principios del Estado Social de Derecho, y estrechamente relacionada con los postulados de la dignidad humana; en palabras de la Corte Constitucional, ha sido definida así:  

“El derecho al mínimo vital ha sido desarrollado por la jurisprudencia constitucional como un aspecto de naturaleza fundamental relacionado con la dignidad humana y que es especialmente relevante cuando su titular es una persona de la tercera edad. Al respecto ha dicho la jurisprudencia que:

El principio constitucional de dignidad humana, sobre el que se establece el Estado social de derecho sirve de fundamento al derecho al mínimo vital, cuyo objeto no es otro distinto del de garantizar las condiciones materiales más elementales, sin las cuales la persona arriesga perecer y quedar convertida en ser que sucumbe ante la imposibilidad de asegurar autónomamente su propia subsistencia.

Con arreglo a los imperativos de la igualdad material, la Carta reconoce que si bien el derecho fundamental al mínimo vital es predicable de todos los ciudadanos en condiciones de igualdad, existen determinados sectores de la población que, en razón de su mayor vulnerabilidad, son susceptibles de encontrarse, con mayor facilidad, en situaciones que comprometan la efectividad de su derecho. De ahí que algunas normas de la C.P., consagran la obligación del Estado de otorgar una especial protección a los grupos más vulnerables de la población.”

Acorde con lo visto, la Sala encuentra que al momento de proferir el acto administrativo cuestionado, en cada una de sus instancias, Colpensiones desconoció el precedente jurisprudencial citado atrás, pues de haber acogido dichos lineamientos, con toda seguridad la decisión se hubiera proferido en beneficio de los intereses del señor Emiliano Perea Mosquera. 

En resumidas cuentas, la Sala concederá el amparo transitorio de los derechos fundamentales invocados en la presente acción tuitiva, y bajo la premisa o subregla jurisprudencial constitucional consistente en que “la fecha en que se hace efectivo el traslado es el elemento que determina a qué entidad administradora de pensiones le corresponde asumir el reconocimiento de la prestación pensional”, se le habrá de ordenar a Colpensiones que en el improrrogable término de 15 días, contadas a partir de la notificación de la presente decisión, profiera un acto administrativo en el que resuelva de fondo la solicitud de reconocimiento pensional por invalidez impetrada por el señor Emiliano Perea Mosquera en la que se sigan los lineamientos trazados a lo largo de este proveído, porque se reitera, eventualmente se cumple con el factor de las semanas cotizadas, a lo cual se deben aunar otros factores que conspiran en favor del libelista, tales como su avanzada edad, sus carencias económicas, la catalogación catastrófica de su enfermedad, y su estado de invalidez, los cuales permiten dejar sin peso los argumentos invocados por el A quo respecto a la subsidiariedad y residualidad de la acción de tutela, los cuales deben ceder ante casos como el presente, en los cuales, en últimas, lo que se está comprometiendo son derechos basilares de la Carta, como los derechos a la vida, integridad física el mínimo vital, todas desde el punto de vista de la dignidad humana.  

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira el 25 de septiembre del año avante; y en su lugar, TUTELAR DE MANERA TRANSITORIA los derechos fundamentales a la vida en condiciones dignas, mínimo vital, seguridad social y dignidad humana y seguridad social de los cuales es titular el señor EMILIANO PEREA MOSQUERA. 

SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, se le ORDENA a COLPENSIONES que en el improrrogable término de 15 días, contado a partir de la notificación de la presente decisión, emita un nuevo pronunciamiento respecto de la pensión de invalidez solicitada por el señor EMILIANO PEREA MOSQUERA, en el que se sigan los lineamientos trazados a lo largo de este proveído. 

TERCERO: Adicional a lo anterior, en el término de 3 meses, contados a partir de la notificación de la presente decisión, deberá el señor EMILIANO PEREA MOSQUERA instaurar las acciones judiciales del caso para establecer si hay lugar o no a mantener en firme la presente decisión, so pena de perder la protección concedida en esta oportunidad, la cual, se itera, fenecerá en el término perentorio de 3 meses contados a partir de la ejecutoria de la presente decisión, si para esa calenda no se ha dado inicio a la correspondiente acción judicial. 
CUARTO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, sentencia T-177 de 2011, M.P. Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 


� “Para los efectos del presente capítulo se considera inválida la persona que por cualquier causa de origen no profesional, no provocada intencionalmente, hubiere perdido el 50% o más de su capacidad laboral.”
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